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Resumen

A partir de la Ley 1448 del 10 de junio de 2011, “Ley de Víctimas y Restitución de tierras 
en Colombia”, se consagró el Régimen Disciplinario de los funcionarios públicos frente a las 
víctimas, estableciendo un catálogo de los deberes, de las faltas disciplinarias gravísimas y de la 
responsabilidad de los funcionarios que acarrea tal incumplimiento.
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En el Capítulo V, establece: Artículo 178. Deberes de los funcionarios públicos; en cuanto al 
catalogo de faltas disciplinarias se establece el artículo 179. Faltas disciplinarias y finalmente, 
respecto de la responsabilidad de funcionarios por el incumplimiento preceptúa el artículo 180 
la responsabilidad de funcionarios. 

La presente ponencia busca generar algunas reflexiones, acerca de la protección de orden 
constitucional y de orden legal, de las víctimas en Colombia, con un enfoque particular, el 
Derecho Disciplinario, en el marco de los deberes y faltas disciplinarias gravísimas en que 
pueden incurrir los funcionarios públicos respecto de las víctimas.
Palabras clave: Víctimas, protección constitucional, Derecho disciplinario, Ley de víctimas

Abstract

Starting with Law 1448 dated June 10 of 2011, “Victims Law and Land Restitution in Colombia” 
(“Ley de Víctimas y Restitución de Tierras en Colombia” in Spanish), was consecrated the Dis-
ciplinary Regimen for Public Servants devoted to the victims, establishing a catalog of duties, 
grave disciplinary offenses and responsibility of officials who carries such breach of the law.

Chapter V provides: article 178. Duties of public servants; as the catalog of disciplinary 
offenses established Article 179. Disciplinary offenses and finally, regarding the responsibility of 
officials for breaching the law Article 180 stipulates Responsibility of officials.

This paper seeks to generate some reflections, about protecting constitutional and legal order 
of victims in Colombia, with a particular focus in the Disciplinary Law, within the framework of 
duties and grave disciplinary offenses in which may incur public officials regarding their victims.
Keywords: Victims, Constitutional Protection, Disciplinary Law, Law of Victims.
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Introducción

Génesis de la Constitución colombiana de 
1991 fue el movimiento de la séptima pape-
leta y proyección del Derecho Disciplinario, 
ha sido la Ley 734 de 2002. Movimiento y 
Proceso en los que tuve el honor de intervenir. 

Así las cosas, empezare por señalar que 
nuestra Carta Política consagra una serie de 
mecanismos de protección de derechos de 
raigambre constitucional y desarrollo legal, 
están representados en las acciones de tutela, 
cumplimiento, populares y de grupo.
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El artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia de 1991, dispone que la ley regulara 
las acciones populares para la protección de 
los derechos e intereses colectivos, relaciona-
dos con el patrimonio, el espacio, la seguridad, 
la salubridad pública, la moral administrativa, 
el ambiente, la libre competencia económica y 
otros de similar naturaleza que se definen en 
ella.

También regulará las acciones originadas 
en los daños ocasionados a un número plural 
de personas, sin perjuicio de las correspon-
dientes acciones particulares. 

Y definirá los casos de responsabilidad civil 
objetiva por el daño inferido a los derechos 
e intereses colectivos. Se erigen las acciones 
populares como el principal instrumento de 
protección construccional de los derechos 
e intereses colectivos, formando junto a 
la acción de tutela, en tanto mecanismo 
reforzado para la protección de los derechos 
fundamentales, y la acción de cumplimiento, 
que busca preservar el orden jurídico, un 
elenco amplio de garantías constitucionales al 
alcance de las personas, ciudadanos y ciuda-
danas en Colombia.

Encontramos igualmente las acciones 
públicas de inconstitucionalidad y nulidad, la 
excepción de inconstitucionalidad, el derecho 
de petición, el habeas corpus y el habeas data; 
y en el Derecho Sancionador, la acción penal, 
disciplinaria y fiscal, entre otros.

En cuanto a la acción pública de inconsti-
tucionalidad, en Colombia, todo ciudadano 
tiene derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político, y para 
tal efecto puede interponer acciones públicas 
en defensa de la Constitución y la Ley, sin 
duda, una de las grandes aportaciones desde 
1910 del Derecho constitucional colombiano 
al Derecho constitucional comparado.

Derechos Humanos y derecho 
disciplinario

Ahora bien, la Ley 1448 del 10 de junio de 
2011, mejor conocida como la “Ley de Víc-
timas y Restitución de tierras en Colombia”, 
consagró el Régimen Disciplinario de los 
funcionarios públicos frente a las víctimas, 
estableciendo un catálogo de los deberes, de 
las faltas disciplinarias gravísimas y de la res-
ponsabilidad de los funcionarios que acarrea 
tal incumplimiento.

En efecto, en el Capítulo V, establece:

ARTÍCULO 178. DEBERES DE LOS FUN-
CIONARIOS PÚBLICOS. Son deberes 
de los funcionarios públicos frente a las 
víctimas:
1. Respetar y asegurar que se respeten y 
aplicar las normas internacionales de Dere-
chos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario.
2. Investigar las violaciones a las que se 
refiere el artículo 3° de la presente Ley, de 
forma eficaz, rápida, completa e imparcial.
3. Tratar a las víctimas con humanidad 
y respeto de su dignidad y sus derechos 
humanos.
4. Adoptar o solicitar a la autoridad com-
petente en forma inmediata las medidas 
apropiadas para garantizar la seguridad, su 
bienestar físico y psicológico y su intimidad, 
así como los de sus familias, de acuerdo con 
los programas de protección existentes.
5. Tratar a las víctimas con consideración 
y atención especiales para que los pro-
cedimientos jurídicos y administrativos 
destinados a hacer justicia y conceder una 
reparación no den lugar a un nuevo trauma.
6. Velar por el acceso igual y efectivo a la 
justicia; la reparación adecuada y efectiva 
del derecho menoscabado y el acceso a 
información pertinente sobre las violaciones 
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y los mecanismos de reparación, con inde-
pendencia de quien resulte ser en definitiva 
el responsable de la violación.
7. Adoptar o solicitar a la autoridad com-
petente, de forma inmediata, las medidas 
eficaces para conseguir que no continúen 
las violaciones.
8. Verificar los hechos y su revelación 
pública y completa, en la medida en que 
no provoque más daños o amenace la 
seguridad y los intereses de la víctima, de 
sus familiares, de los testigos o de personas 
que han intervenido para ayudar a la víc-
tima o impedir que se produzcan nuevas 
violaciones.
9. Adelantar todas las acciones tendientes a 
la búsqueda de las personas desaparecidas, 
de las identidades de los secuestrados y de 
los cadáveres de las personas asesinadas, 
incluidas las personas no identificadas 
inhumadas como N. N. así como prestar 
la ayuda para establecer el paradero de 
las víctimas, recuperarlos, identificarlos y 
volver a inhumarlos según el deseo explícito 
o presunto de la víctima o las tradiciones o 
prácticas culturales de su familia y comu-
nidad. La aplicación del Plan Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas es 
obligatoria.
Parágrafo 1°. Los deberes mencionados en 
los numerales 6, 8, y 9 serán predicables 
frente a las autoridades competentes.
Parágrafo 2°. El Ministerio Público vigi-
lará el cumplimiento de los deberes aquí 
consagrados, especialmente, el deber legal 
de búsqueda de las víctimas incorporadas 
al Registro Nacional de Desaparecidos. 
La omisión del deber legal de búsqueda e 
identificación de personas desaparecidas 
por parte de los funcionarios públicos será 
sancionada disciplinariamente.

En cuanto al catalogo de faltas disciplina-
rias gravísimas dispone:

ARTÍCULO 179. FALTAS DISCIPLI-
NARIAS. Incurrirá en falta disciplinaria 
gravísima el funcionario público que:
1. Estando obligado a ello se niegue a dar 
una declaración oficial que restablezca la 
dignidad, la reputación y los derechos de 
la víctima y de las personas estrechamente 
vinculadas a ella;
2. Estando obligado a ello se niegue a dar 
una disculpa pública que incluya el recono-
cimiento de los hechos y la aceptación de 
responsabilidades;
3. Impida u obstaculice el acceso de las víc-
timas y sus representantes a la información, 
no sujeta a reserva legal, sobre las causas 
de su victimización y sobre las causas y 
condiciones de las violaciones a las que se 
refiere el artículo 3° de la presente Ley, así 
como a conocer la verdad acerca de esas 
violaciones.
4. Proporcione información falsa a las víc-
timas o sobre los hechos que produjeron la 
victimización.
5. Discrimine por razón de la victimización.

Y finalmente, respecto de la responsabili-
dad de funcionarios por el incumplimiento 
preceptúa:

ARTÍCULO 180. RESPONSABILIDAD DE 
FUNCIONARIOS. Sin perjuicio de la 
responsabilidad penal o disciplinaria a que 
hubiere lugar, los funcionarios públicos que 
en el ejercicio del proceso penal o cualquier 
otro tipo de actuación jurisdiccional o admi-
nistrativa afecten derechos de las víctimas, 
responderán ante los Tribunales y Juzgados 
competentes por dichas infracciones.

Así las cosas, la presente ponencia busca 
generar algunas reflexiones, acerca de la pro-
tección de orden constitucional y de orden 
legal, de las víctimas en Colombia, con un 
enfoque particular, el Derecho Disciplinario, 
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en el marco de los deberes y faltas discipli-
narias gravísimas en que pueden incurrir 
los funcionarios públicos respecto de las 
víctimas.

Derecho constitucional y 
disciplinario comparado

Ahora bien, el Derecho Constitucional, el 
Derecho Administrativo Sancionador, el 
Derecho Penal y el Derecho Disciplinario 
español han contribuido con grandes insu-
mos dogmáticos, para la construcción del 
Derecho Sancionador del Estado colombiano. 

De ahí la familiaridad con tratadistas, 
juristas y académicos de la península ibérica. 
Igualmente, teorías de ascendencia española, 
aportan un rendimiento dogmático impres-
cindible, para construir el fundamento de un 
Derecho Disciplinario, que en estados como 
Colombia, se viene consolidando como una 
gran disciplina jurídica, en cuanto representa 
dado su carácter polivalente, un instrumento 
clave en la lucha contra la ineficacia, la corrup-
ción administrativa, y la impunidad derivada 
de la falta de instrumentos normativos efi-
caces ante la vulneración permanente de los 
derechos humanos, flagelos que representan 
la antítesis del Estado Constitucional, Social, 
y Democrático de Derecho, y un barrera 
infranqueable para lograr materializar el 
principio de igualdad, y de ahí la importancia 
de la Ley de víctimas, sin duda una de las 
intervenciones normativas más importantes 
del Estado colombiano, en donde por primera 
vez se legisla pensando en la victima y no en 
el victimario.

Es por tal razón que partiendo del núcleo 
constitucional sólido, ideado por el cons-
titucionalismo de la segunda posguerra 
mundial, sustentado en la dignidad humana, 

(Constituciones italiana de 1948, alemana 
de 1949 y española de 1978); y fundado en 
los valores, principios, derechos, deberes y 
garantías constitucionales, convencionales y 
universales, que diseñan la arquitectura del 
Estado Constitucional, Social y Democrá-
tico de Derecho, se viene planteando por la 
legislación, la doctrina y la jurisprudencia, 
colombiana unas reglas claras que permiten:

1) Sobre la base constitucional descrita, rea-
lizar el debido traslado de los principios del 
Derecho Penal y del Derecho Administra-
tivo sancionador al Derecho Disciplinario, 
con miras a lograr una debida operatividad 
racional de éste último;
2) Y que contribuyen a distinguir los 
campos de acción del Derecho Penal, del 
Derecho Administrativo sancionador y el 
Derecho Disciplinario. Naturalmente, con 
los beneficios que representa tal diferen-
ciación cualitativa, para la Administración 
y los diferentes sujetos procésales, con el 
objeto de consolidar el principio de segu-
ridad jurídica, que tanto reclama el Estado 
Colombiano. En otras palabras, era ayudar 
en la transición, para pasar de la anarquía 
jurídica, a la seguridad jurídica, en el campo 
disciplinario, para evitar la impunidad.

Y como resultado de éste proceso de 
matizaciones y modulaciones, apoyado en la 
dogmática española, surge en Colombia un 
Derecho Disciplinario con bastante margen 
de autonomía respecto del Derecho Penal y 
el Derecho Administrativo sancionador, que 
entra a conciliar la tensión constitucional 
que a diario se observa en la dinámica de su 
Administración Pública, generada de una 
parte, por la obligación de la Administración, 
de materializar la moralidad, efectividad, efi-
cacia y eficiencia, y, de otro lado, el imperativo 
propio, por garantizar y proteger los derechos 
fundamentales de los servidores estatales, 
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esto es, servidores públicos y particulares en 
ejercicio de funciones públicas.

En suma, emerge un Derecho Discipli-
nario, capaz de buscar el equilibrio, entre la 
potestad disciplinaria y el debido proceso; 
capaz de asegurarlo cuando se ha encon-
trado; y capaz de reconstruirlo cuando se ha 
perdido; fiel a la sabia fórmula del Profesor 
García De Enterría, respecto del Derecho 
Administrativo.

En éste sentido, observamos como el 
Tribunal Constitucional Federal alemán, el 
Tribunal Constitucional español, el Tribunal 
europeo de derechos humanos, la Corte 
Constitucional en Colombia y el Consejo 
de Estado, han establecido como doctrina 
jurisprudencial:

1) Que los principios inspiradores del 
Derecho Penal son aplicables al Derecho 
Administrativo sancionador, aunque con 
ciertos matices, dado que ambos son mani-
festaciones del ordenamiento punitivo del 
Estado. 
2) De otro lado, la jurisprudencia espa-
ñola reconocen situaciones y relaciones 
jurídicoadministrativas, donde la propia 
Constitución o las leyes, imponen límites en 
el disfrute de los derechos constitucionales, 
llámense tales relaciones de “especial suje-
ción”, de “poder especial”, o simplemente 
“especiales”, principalmente, en el caso de 
los escolares, de los funcionarios, de los 
militares y de las personas privadas de la 
libertad, como ejemplos paradigmáticos.
3) Así mismo, se establece que los derechos 
fundamentales de los Servidores Públicos, 
pueden y deben ser limitados por una Ley o 
sobre la base de una Ley, al encontrarse en 
ésta singular situación.
4) Y finalmente, que constituye un ele-
mento básico de la organización estatal y de 
la realización efectiva de los fines esenciales 

del Estado Social de Derecho, la potestad 
del mismo de desplegar un control discipli-
nario sobre sus servidores, por la especial 
sujeción de estos al Estado.

Derecho constitucional colombiano 
y derecho disciplinario

Bases teóricas del derecho disciplinario
Observamos como el Derecho Disciplinario 
español y colombiano, tienen unas bases 
históricas sólidas, sin embargo, se proyecta el 
Derecho Disciplinario colombiano, con una 
identidad propia, con claros fundamentos 
constitucionales, que determinan un amplio 
desarrollo legislativo, jurisprudencial y doc-
trinal, que ha llevado en la práctica a que se 
hable de un Derecho Disciplinario de míni-
mos en España y de máximos en Colombia. 
Es así como dentro de nuestro medio jurídico 
emerge el:

•	 Derecho Disciplinario de la fuerza pública: 
Policía y Fuerzas Militares.

•	 Derecho Disciplinario de los Servidores 
Públicos.

•	 Derecho Disciplinario de los particulares en 
ejercicio de funciones públicas.

•	 Derecho Disciplinario en el ámbito peni-
tenciario: personas privadas de la libertad 
y personal de dirección, administración y 
guardia.

•	 Derecho Disciplinario al interior de las 
escuelas, colegios y universidades o en el 
ámbito académico.

•	 Derecho Disciplinario de los abogados.
•	 Derecho Disciplinario de los médicos, 

arquitectos, ingenieros, contadores, etc.
•	 Derecho Disciplinario de los Altos funcio-

narios del Estado.
•	 Derecho Disciplinario de los funcionarios 

de la Rama Judicial.
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Límites materiales a la potestad 
disciplinaria, consecuencia de 
la legalidad sancionadora, los 
principios derivados de: Reserva 
de ley, tipicidad, antijuridicidad, 
culpabilidad, non bis in ídem y 
proporcionalidad

En cuanto a la reserva de ley
Se constata como la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, Estatuto Básico del Empleado Público 
en España; y las Leyes 734/2002 de 5 de 
febrero, Código Disciplinario Único, 1123 
de 2007, Estatuto Disciplinario del Abogado 
y la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia, en Colombia, materializan éste prin-
cipio en materia disciplinaria, que se erige 
como un límite para la potestad sancionadora 
de la Administración Pública, necesario para 
superar, la amplia discusión en Colombia y en 
España, en torno a la limitación y suspensión 
de derechos de los funcionarios por vía de 
reglamento.

Principio de tipicidad
A diferencia de la tipicidad en materia penal, 
la tipicidad en materia disciplinaria se sus-
tenta en el sistema numerus apertus, y en 
tanto garantía material, compromete o vin-
cula a las distintas ramas del poder público, 
buscando consolidar la seguridad jurídica 
que le es consustancial.

La dogmática española da lineamientos 
precisos en Colombia, a la Rama legislativa, al 
predeterminar o definir faltas y sanciones, a 
la Rama ejecutiva, al materializar la potestad 
disciplinaria y a la Rama judicial, al controlar 
su razonamiento interpretativo.

En relación con la antijuridicidad
La falta disciplinaria, comporta el quebranta-
miento del deber, pero no de cualquier deber, 
sino del deber funcional, y no de cualquier 
forma, sino de manera sustancial, al atacar 
los fines y funciones del Estado, sobre los 
cuales se construye la base de una Admi-
nistración Pública, que busca la excelencia, 
y que encuentra en las leyes disciplinarias, 
instrumentos de prevención y garantía de su 
buena marcha; adquiriendo la antijuridicidad 
por tales razones, unos matices propios que 
la diferencian de la antijuridicidad en materia 
penal, de ahí la propuesta colombiana:

La falta será antijurídica cuando afecte los 
deberes funcionales sin justificación alguna, 
o, un Abogado incurrirá en una falta anti-
jurídica cuando con su conducta afecte, 
sin justificación, alguno de los deberes 
consagrados en el Estatuto Disciplinario 
del Abogado. Principio rector plasmado 
respectivamente en la Ley 734 de 2002, artí-
culo 5, y en la Ley 1123 de 2007, artículo 4.

Del principio de culpabilidad
En el Derecho funcionarial español y colom-
biano, se encuentra proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva; y en consecuencia, y 
a diferencia de los delitos, las faltas disciplina-
rias, sólo son sancionables a título de dolo o 
culpa, por el apotegma de la responsabilidad 
subjetiva, propio del Estado Constitucional, 
Social y Democrático de Derecho español y 
colombiano.

En cuanto al principio non bis in ídem
Se plantea como en Colombia, existe una 
aplicación atenuada de éste principio y en 
consecuencia, pueden coexistir procesos y 
sanciones penales, disciplinarias e incluso fis-
cales, o derivadas del Derecho Administrativo 
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sancionador, por una misma conducta pre-
suntamente irregular. 

La fórmula del Derecho Disciplinario 
español es diferente, pues establece que 
cuando de la instrucción del procedimiento 
disciplinario, resulte la existencia de indicios 
fundados en criminalidad, se suspenderá su 
tramitación poniéndolo en conocimiento del 
Ministerio Fiscal. 

En éste sentido, se plantea la necesidad 
de explorar en Colombia las experiencias del 
Derecho Disciplinario comparado.

El principio de proporcionalidad
En matera disciplinaria, el principio de 
proporcionalidad limita la potestad discipli-
naria de la Administración, descartando la 
aplicación de los principios absolutos de dis-
crecionalidad y conveniencia en la aplicación 
de las sanciones disciplinarias, y de ahí que el 
correctivo disciplinario, debe corresponder a 
la gravedad de la falta cometida.

Principio recogido en el Estatuto básico 
del Empleado Público en España y en el 
Código Único Disciplinario vigente en 
Colombia, concebido para evitar que se caiga 
en la discrecionalidad absoluta de la Admi-
nistración Pública, cuando ejerce la potestad 
disciplinaria.

Emergen unos límites procesales a la 
potestad disciplinaria emanados del 
debido proceso

En efecto, un estudio comparado de estas 
garantías procésales constitucionalizadas en 
España (Constitución de 1978, artículos 24 
y 25), y en Colombia, (Constitución de 1991, 
artículo 29), nos permite realizar la siguiente 
tipología:

1)	El acceso judicial y la obtención de una 
tutela judicial efectiva contra los actos defi-
nitivos de la Administración producidos en 
vía administrativa;
2)	El principio universal de la presunción 
de inocencia;
3)	La debida actividad probatoria en tanto 
alma del procedimiento disciplinario;
4)	El derecho de defensa como exterioriza-
ción del principio in dubio pro disciplinado 
o in dubio pro expedientado, en la termino-
logía disciplinaria española;
5)	La asistencia letrada como señalan los 
doctrinantes españoles, o la defensa mate-
rial y técnica en los procesos disciplinarios, 
como garantía supralegal que asiste al 
inculpado en Colombia;
6)	La motivación en debida forma de los 
actos disciplinarios.
7)	La idoneidad, objetividad e independen-
cia del instructor: Los Órganos de Control 
Externo, Los Órganos de Control Interno y 
la Jurisdicción Disciplinaria en Colombia; o 
la propia Administración, en España.
8)	Y el derecho a la tramitación del expe-
diente sin dilaciones indebidas, que conecta 
con todas las garantías constitucionales en 
éste ámbito; a fin de superar, una de las 
grandes debilidades de la Administración 
Pública, que lleva a la impunidad y basta 
con recordar que justicia demorada es jus-
ticia denegada.

En relación con la garantía de los 
derechos fundamentales de los 
servidores públicos y el correlativo 
cumplimiento de sus deberes 
funcionales

La dogmática española y la colombiana, 
plantea puntos de equilibrio para evitar la 
impunidad o arbitrariedad en el ejercicio del 
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control disciplinario, en la medida que los 
derechos fundamentales de los funcionarios, 
resultan limitados, de una forma particular 
por el status funcionarial adquirido, deri-
vado de la tensión constitucional, entre los 
principios de potestad disciplinaria y debido 
proceso.

La administración pública en busca 
de la excelencia

Nos demuestran los anteriores planteamien-
tos como el control disciplinario en sus fases 
preventiva y correctiva, se erige como un eje 
estructural en la construcción del Estado 
Constitucional, Social y Democrático de 
Derecho colombiano, en tanto instrumento 
de protección constitucional de los Derechos 
Humanos, particularmente los que tienen que 
ver con las víctimas, pero para tal cometido 
se hace necesario: 

Que los servidores públicos, muestren 
resultados concretos de su gestión, ya que 
el compromiso y la responsabilidad por el 
momento coyuntural que vive Colombia, 
resulta de una enorme trascendencia, pues 
en la medida que nos apropiemos y logremos 
hacer efectivo un Derecho Disciplinario con 
las características anotadas:
1). Estaremos construyendo las bases 
jurídicas, de un Estado participativo y 
pluralista, en donde impere la democracia 
real o sustancial, según la fórmula de LUIGI 
FERRAJOLI; (De Cabo y Pisarello, 2001: 35)
2). De unas instituciones que se proyectan 
en el tercer milenio y que se justificarán y 
tendrán razón de ser, si buscan una Admi-
nistración Pública, honesta, eficiente, 
garante de los derechos humanos y del 
interés público, protectora de las víctimas, 
acorde con la fundamentación teorética 
discursiva, apoyada en los argumentos de 

autonomía, consenso y democracia, como lo 
sugiere ROBERT ALEXI; (Alexi, 2013: 114)
3). De una Administración, en donde 
la conducta de los servidores estatales, 
consulte siempre la idea de justicia social, 
como único camino para lograr la paz, 
enmarcada en los valores y principios cons-
titucionales de libertad, igualdad, justicia y 
dignidad humana, en tanto presupuestos 
básicos para llegar a la Colombia que 
todos anhelamos; es decir, un Estado en 
donde los derechos sean tomados en serio, 
según lo planteaba RONALD DOWRKIN; 
(Doworkin, 2012: 276)
Pensar y actuar en contravía de lo manifes-
tado, simplemente equivale a patrocinar la 
situación de crisis que en forma directa o 
indirecta nos afecta y que de no solucionarse 
más temprano que tarde y con el concurso 
de todos, inexorablemente coartará un 
mejor futuro de su población, quedando 
la corrupción y la violencia, como únicos 
legados para las generaciones venideras.

Un desafío para la doctrina

Los fundamentos constitucionales del 
Derecho Disciplinario determinan un claro 
desafío para la doctrina, y contribuyen a la 
materialización de los derechos humanos, en 
tanto principio constitucional. 

En efecto, una clara fundamentación del 
Derecho Disciplinario, enraizado o anclado 
en el Derecho Constitucional, como per-
manentemente lo recuerda la doctrina y la 
jurisprudencia comparada, representa un 
gran referente:

1) En la construcción de un Derecho de la 
Función Pública dentro de nuestro medio, 
que valga como instrumento en la lucha 
diaria contra la impunidad, derivada de 
la grave y sistemática violación de los 
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derechos humanos y del Derecho Interna-
cional Humanitario, y frene los escándalos 
diarios de corrupción e ineficacia adminis-
trativa, antítesis de un verdadero sistema 
guiado por la moral administrativa, en 
cuanto flagelos que absorben gran parte 
de los recursos públicos, generando un 
grave deterioro e inestabilidad de nuestras 
instituciones, pues al imposibilitar una 
inversión social adecuada, éstos fenómenos 
llevan a que los índices de pobreza y miseria 
aumenten, en perjuicio de los más débiles, 
entre ellos el colectivo de las víctimas del 
conflicto.
2) Igualmente, en la construcción de un 
Derecho Disciplinario, que concilie la 
tensión constitucional que se genera, entre 
la potestad disciplinaria y el escrupuloso 
respeto por las garantías supralegales, cuya 
titularidad ostenta el expedientado; o en las 
tensiones constitucionales que de manera 
coyuntural se han venido generando en 
Colombia a partir de diciembre de 2013 
entre: Autoridad vs. Libertad, Potestad Dis-
ciplinaria vs. Soberanía Popular, Sanción 
Disciplinaria vs. Revocatoria del Mandato, 
Potestad Sancionadora vs. Derechos Polí-
ticos, Derecho Disciplinario vs. Derecho 
Penal, Control Disciplinario vs. Control 
Político, Derecho vs. Política, Principio de 
Legalidad vs. Principio Democrático.
Es urgente buscar una fórmula a fin de que 
no se allane el camino hacia la inmunidad 
del control disciplinario respecto de los ser-
vidores públicos elegidos por voto popular, 
y así evitar la impunidad en materia disci-
plinaria, pero en todo caso, respetando de 
manera escrupulosa las garantías procesales 
que le asisten al Inculpado. 
3) Y en la construcción de un Derecho Fun-
cionarial, que materialice el valor superior 
de la justicia disciplinaria, y se convierta a 
su turno, en un elemento estructural de la 
Administración Pública, principalmente 

de la Administración de Justicia, que 
busca la excelencia, apoyado ya no en los 
postulados ciegos de lealtad, obediencia, 
fidelidad y devoción absolutos; sino en los 
parámetros de acceso a la función pública, 
conforme a los principios superiores de 
igualdad, mérito y capacidad a que alude 
la Constitución española de 1978, y los de 
eficacia, moralidad, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, que consagra 
la Constitución colombiana de 1991, en su 
artículo 209.

Conclusiones

Fiel a la idea enunciada por ORTEGA Y 
GASSET finalizo señalando: 

“Un individuo como un pueblo, queda 
más exactamente definido por sus ideales 
que por sus realidades. El lograr nuestros 
propósitos depende de la buena fortuna, 
pero el aspirar es obra exclusiva de nuestros 
corazones” 

Las anteriores disquisiciones traducen mi 
aspiración genérica, porque el Derecho Dis-
ciplinario que hemos venido construyendo 
en Colombia, durante estos veinticinco (25) 
años, gracias a los aportes del Derecho Com-
parado, entre ellos el español, se traduzca:

1) En un aporte comparado a la dogmática 
jurídica disciplinaria, dentro del proceso de 
consolidación, que viene experimentando el 
Derecho de la Función Pública en Colombia, 
en el marco de su Estado Constitucional;
2) Un paso más, encaminado a lograr el 
equilibrio que debe existir, en palabras del 
profesor NIETO GARCÍA, entre la eficacia 
administrativa, por un lado y los derechos 
individuales de los funcionarios, por otro;
3) Un instrumento importante en la 
lucha contra la impunidad, la ineficacia 
y la corrupción administrativa, en tanto 
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flagelos que atentan contra la moralidad 
administrativa; 
4) Y el deseo para que el Derecho de los 
Servidores Estatales, con las matizaciones 
vistas, contribuya a que se tome concien-
cia, de lo que representa, desde el punto 
de vista del ethos funcionarial y desde la 
óptica jurídica, el cumplimiento del deber 
funcional asignado por expreso mandato 
constitucional, y por expreso mandato legal, 
Ley 1448 de 2011, particularmente en lo 
que tiene que ver con el trato que se le debe 
dar a la víctima del conflicto; y se cristalice 
en el campo de la potestad disciplinaria, el 
respeto debido a la dignidad inherente al 
ser humano del inculpado, en el que deben 
materializarse los principios y garantías 
constitucionales.

Específicamente, aspiro a que sirva como 
referente, en la búsqueda de la tan anhelada 
justicia disciplinaria, dentro de la actividad o 
proceso hermenéutico que conlleva la trami-
tación de un expediente disciplinario, que en 
ocasiones, puede traer para el expedientado, 
consecuencias más delicadas que las que se 
derivan de un proceso penal, pues de com-
probarse una falta muy grave en España o 
gravísima en Colombia, se determina la sepa-
ración del servicio, el despido disciplinario, o 
en el peor de los casos para el Encartado, como 
sucede en Colombia, la destitución e inhabili-
dad permanente, cuando la falta disciplinaria 
afecta el patrimonio económico del Estado; o 
en el caso particular de los abogados, censura, 
multa, suspensión o exclusión del ejercicio de 
la Profesión, como correctivos determinados 
por la Jurisdicción Disciplinaria.

El propósito nuclear de estas disquisi-
ciones, lleva aparejadas tales aspiraciones, 
genéricas y específicas, y si de las presentes 
palabras que ustedes generosamente han 

escuchado surge por lo menos una luz, en la 
cristalización de los derechos humanos de 
las víctimas en Colombia, en tanto piedra 
angular del Estado Constitucional, Social y 
democrático de Derecho Colombiano,
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